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Artículo segundo. Adición de un apartado al artículo 9 de 
la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Iniciativa Legislativa Po-
pular y de los Ayuntamientos.

Se añade un apartado 3 bis al artículo 9 de la Ley 5/1988, 
de 17 de octubre, de Iniciativa Legislativa Popular y de los 
Ayuntamientos, que queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 9.
3 bis. Reglamentariamente se establecerán los requisitos 

necesarios para que el procedimiento de recogida de firmas 
pueda realizarse a través del sistema de firma electrónica».

Artículo tercero. Actualización de las referencias al articu-
lado del Estatuto de Autonomía.

Se actualiza la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Inicia-
tiva Legislativa Popular y de los Ayuntamientos, adaptando las 
referencias estatutarias al articulado del nuevo Estatuto de Au-
tonomía y modificando la redacción del siguiente modo:

«Párrafo 4.º de la Exposición de Motivos.
El Estatuto de Autonomía para Andalucía, inspirado en los 

mismos principios constitucionales antes indicados, contiene 
en su artículo 10 una declaración programática de objetivos 
básicos de la Comunidad, entre los que se encuentra el fo-
mento de la calidad democrática mediante la facilitación de la 
participación de todos los andaluces en la vida política, econó-
mica, cultural y social».

«Artículo 1.
Podrán ejercer la iniciativa legislativa prevista en el ar-

tículo 111.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, con-
forme a lo dispuesto en la presente Ley:

1. Los ciudadanos que gozando de la condición política 
de andaluces, conforme a lo dispuesto en el artículo 5.1 del 
Estatuto de Autonomía, sean mayores de edad y se encuen-
tren inscritos en el Censo Electoral.

2. Los Ayuntamientos comprendidos en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía».

«Artículo 3.
Están excluidas de la Iniciativa Legislativa regulada en 

esta Ley las siguientes materias:
1. Aquellas que no sean de la competencia legislativa de 

la Comunidad Autónoma.
2. Las de naturaleza tributaria.
3. La planificación económica de la Comunidad Autó-

noma.
4. Las mencionadas en los artículos 187 y 190 del Esta-

tuto de Autonomía.
5. Las relativas a la organización de las instituciones de 

autogobierno».

Artículo cuarto. Actualización de la unidad contable al euro.
Se actualiza el artículo 20.2 de la Ley 5/1988, de 17 de 

octubre, de Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayuntamien-
tos, utilizando el euro como unidad contable y quedando re-
dactado del siguiente modo:

«Artículo 20.
2. Los gastos deberán ser justificados en forma por los 

promotores de la iniciativa. La compensación económica no 
excederá, en ningún caso, de 30.050,60 euros. Esta cantidad 
será revisada cada dos años por el Parlamento de Andalucía».

Disposición final. Las disposiciones finales primera y se-
gunda de la Ley 5/1988 quedarán numeradas como segunda 
y tercera respectivamente.

La nueva disposición final primera queda redactada como 
sigue:

«Disposición final primera.
Las modificaciones realizadas en la presente Ley que 

afecten a la composición y funcionamiento del Parlamento de 

Andalucía darán lugar a la adecuación normativa del Regla-
mento de la Cámara. En particular se determinará el procedi-
miento para articular la participación de las personas promoto-
ras de las Iniciativas Legislativas Populares en la presentación 
y defensa en el Pleno de la Cámara y en el seguimiento de los 
debates, en la forma que reglamentariamente se establezca, 
para que resulte equivalente a la de diputados y diputadas en 
las Proposiciones de Ley, así como su participación en la opor-
tuna Comisión parlamentaria».

Sevilla, 5 de diciembre de 2011

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía 

 LEY 9/2011, de 5 de diciembre, relativa a modifi-
cación de la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de 
Andalucía, la Ley 2/2005, de 8 de abril, por la que se 
regula el estatuto de los Ex Presidentes de la Junta de 
Andalucía, y la Ley 3/2005, de 8 de abril, de Incompati-
bilidades de Altos Cargos de la Administración de la Jun-
ta de Andalucía y de Declaración de Actividades, Bienes 
e Intereses de Altos Cargos y otros Cargos Públicos.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA A TODOS LOS 
QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Consti-
tución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publi-
cación de la siguiente

LEY RELATIVA A MODIFICACIÓN DE LA LEY 1/1986, DE 2 DE 
ENERO, ELECTORAL DE ANDALUCÍA, LA LEY 2/2005, DE 8 
DE ABRIL, POR LA QUE SE REGULA EL ESTATUTO DE LOS EX 
PRESIDENTES DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA, Y LA LEY 3/2005, 
DE 8 DE ABRIL, DE INCOMPATIBILIDADES DE ALTOS CARGOS 
DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA Y DE 
DECLARACIÓN DE ACTIVIDADES, BIENES E INTERESES DE 

ALTOS CARGOS Y OTROS CARGOS PÚBLICOS

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 46 del Estatuto de Autonomía para Andalucía 
establece la competencia exclusiva de la Comunidad Autó-
noma en todo lo referente a la organización y estructura de 
sus instituciones de autogobierno, así como de las normas y 
procedimientos electorales para su constitución, en el marco 
del régimen electoral general.

Para mejorar el funcionamiento de nuestras ins tituciones 
de tal forma que sean más transparentes y cercanas a la ciu-
dadanía, combatiendo el desapego creciente que muestra la 
ciudadanía hacia la actividad política y hacia aquellos que la 
ejercen, en el debate del estado de la Comunidad del 29 y 
30 de junio de 2011, el Presidente de la Junta de Andalucía 
ofreció un acuerdo para recuperar la confianza ciudadana y 
prestigiar la política. Un acuerdo que se pudiera tramitar como 
proposición de ley de carácter inmediato.

Derivada de esta iniciativa, y como propuesta formulada, 
asimismo, por el Presidente de la Junta de Andalucía, se cons-
tituyó un Grupo de Trabajo sobre determinadas modificaciones 
legislativas y normativas en materia de transparencia y calidad 
democrática. Resultado de dicho grupo, y con el refrendo del 
Pleno del Parlamento de Andalucía, se concretó un conjunto 
de propuestas para reforzar las incompatibilidades de parla-
mentarios y altos cargos de la Administración, reforzar sus 
obligaciones en materia de transparencia de sus actividades e 
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ingresos, así como modificar el estatuto de los ex presidentes 
de la Junta de Andalucía.

Las normas y procedimientos electorales se encuentran 
regulados en la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de An-
dalucía, que ha sido modificada puntualmente en materia de 
inelegibilidades e incompatibilidades para adaptar la normativa 
electoral a la realidad institucional de la Junta de Andalucía.

Actualmente, entendiendo la política como un servicio 
público imprescindible en nuestro sistema democrático y si-
guiendo la línea de profundizar en la transparencia y plena 
dedicación que los parlamentarios deben a la ciudadanía, el 
artículo 6.2 de la Ley Electoral debe ser modificado para aten-
der a las nuevas necesidades de la sociedad andaluza, pues la 
política debe ser ejercida con lealtad a los intereses generales 
y desde una objetividad y rigor que solo la plena dedicación 
puede otorgarle.

En esta misma línea, se establece la incompatibilidad de 
percibir cualquier retribución o asignación, pública o privada, 
al margen de las retribuciones como parlamentario y las expre-
samente previstas en la legislación, y la incorporación a las de-
claraciones públicas que deben realizar los parlamentarios de 
sus retribuciones y las relaciones en materia de contratación 
con todas las Administraciones de sus familiares directos.

La aprobación de la Ley 2/2005, de 8 de abril, por la 
que se regula el estatuto de los ex presidentes de la Junta de 
Andalucía reconoció el fundamental papel desempeñado en la 
consolidación de la democracia y en el desarrollo de Andalucía 
por aquellas personas que han ejercido la más alta responsa-
bilidad política de nuestra Comunidad Autónoma. De acuerdo 
con las recomendaciones del grupo de trabajo, se suprimen 
los artículos 2 y 3 de esta Ley, eliminando la asignación men-
sual prevista en los mismos.

Finalmente, en aras de una mayor transparencia de los 
asuntos públicos, se procede a modificar la Ley 3/2005, de 
8 de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía y de Declaración de Ac-
tividades, Bienes e Intereses de Altos Cargos y otros Cargos 
Públicos, obligando a todos los altos cargos a incluir en la de-
claración de actividades, bienes e intereses sus retribuciones 
y relaciones en materia de contratación con todas las Admi-
nistraciones de sus familiares directos. Asimismo se adecuan 
la Exposición de Motivos, la tipificación de infracciones y el 
régimen sancionador a las nuevas obligaciones.

Asimismo, para facilitar la comprensión de la norma y la 
claridad del marco legislativo, redundando de esta forma en la 
seguridad jurídica del ciudadano, resulta necesario modificar 
las referencias que la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral 
de Andalucía y la Ley 3/2005, de 8 de abril, de Incompatibi-
lidades de Altos Cargos de la Administración de la Junta de 
Andalucía y de Declaración de Actividades, Bienes e Intereses 
de Altos Cargos y otros Cargos Públicos realizan del Estatuto 
de Autonomía, actualizando dichas referencias al nuevo texto 
estatutario.

Artículo primero. Modificación del artículo 6.2 de la Ley 
1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía.

Se modifica el artículo 6.2 de la Ley 1/1986, de 2 de 
enero, Electoral de Andalucía, que queda redactado del si-
guiente modo:

«Artículo 6.
2. Además de los comprendidos en el artículo 155.2 a), 

b), c) y d) de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, 
son incompatibles:

a) Los Diputados del Congreso.
b) Los Diputados del Parlamento Europeo.
c) Los Alcaldes, los Presidentes de Diputación Provincial y 

los Presidentes de mancomunidades de municipios.
d) Los Jefes de los Gabinetes de los miembros del Con-

sejo de Gobierno de la Junta de Andalucía.

e) Los titulares de las Autoridades Portuarias designados 
por la Comunidad Autónoma de Andalucía.

f) Los miembros del Consejo de Administración de la Em-
presa Pública de la Radio y Televisión de Andalucía.

g) Los Presidentes de los Consejos de Administración, 
Consejeros, Administradores, Directores Generales, Gerentes 
y cargos equivalentes y, en general, los miembros de órganos 
unipersonales y colegiados de entes públicos, cualquiera que 
sea su denominación, incluidos los entes descentralizados con 
personalidad jurídica propia previstos en la legislación de Ré-
gimen Local, consorcios, fundaciones y empresas en los que 
sea mayoritaria la representación o participación, directa o 
indirecta, del sector público, salvo que desempeñaran tal fun-
ción en su condición de Consejero del Gobierno, miembro de 
Corporación Local, o su elección o desig nación corresponda 
directamente al Parlamento de Andalucía. No obstante lo ante-
rior, la Cámara podrá compatibilizar la actividad parlamentaria 
con el ejercicio de funciones públicas honoríficas de carácter 
excepcional y por tiempo limitado.

h) Los cargos mencionados en la letra anterior de entida-
des de crédito o aseguradoras o de cualesquiera sociedades o 
entidades que tengan un objeto fundamentalmente financiero 
y hagan apelación públicamente al ahorro y al crédito, con la 
excepción de los miembros de las Asambleas Generales de 
las Cajas de Ahorro que sean elegidos por el Parlamento de 
Andalucía».

Artículo segundo. Modificación del artículo 6.4 de la Ley 
1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía.

Se modifica el artículo 6.4 de la Ley 1/1986, de 2 de 
enero, Electoral de Andalucía, que queda redactado del si-
guiente modo:

«4. De acuerdo con lo establecido en el apartado ante-
rior, la condición de Diputado del Parlamento de Andalucía es 
incompatible con el ejercicio de la función pública y con el 
desempeño de cualquier otro puesto que figure al servicio o 
en los presupuestos de los órganos constitucionales, de las 
Administraciones públicas, sus organismos y entes públicos, 
empresas con participación pública directa o indirecta mayo-
ritaria, o con cualquier actividad por cuenta directa o indirecta 
de los mismos. En cualquier caso, no podrán percibir más de 
una retribución con cargo a sus presupuestos, sin perjuicio 
de las dietas y gastos de desplazamiento que en cada caso 
correspondan por las actividades que pudieran ser declaradas 
compatibles, sin que estas puedan superar el 10% en cómputo 
anual de las percepciones que como retribución fija y periódica 
devenguen como Diputados del Parlamento de Andalucía.

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior a los 
altos cargos que ostenten la condición de Diputado, quienes 
en ningún caso podrán percibir retribución o percepción de 
cantidad alguna que por cualquier concepto pudiera corres-
ponderles por su condición de Diputado.

No obstante lo dispuesto en el párrafo primero del pre-
sente apartado, los parlamentarios que reúnan la condición 
de profesores universitarios podrán colaborar, en el seno de 
la Universidad, en actividades a tiempo parcial de docencia 
o investigación de carácter extraordinario que no afecten a la 
dirección y control de los servicios.

Asimismo son incompatibles las retribuciones como Di-
putado con cualquier otra retribución o asignación que pue-
dan percibir de origen público o privado, así como con la 
percepción, durante el ejercicio del mandato parlamentario, 
de pensiones de derechos pasivos o de cualquier régimen de 
Seguridad Social público y obligatorio. El derecho al devengo 
de dichas pensiones se recuperará automáticamente desde el 
mismo momento de extinción de la condición de Diputado, de 
acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora del ci-
tado régimen».



Sevilla, 15 de diciembre 2011 BOJA núm. 244 Página núm. 9

Artículo tercero. Modificación del artículo 6.7 de la Ley 
1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía.

Se modifica el artículo 6.7 de la Ley 1/1986, de 2 de 
enero, Electoral de Andalucía, que queda redactado del si-
guiente modo:

«7. Los Diputados, con arreglo a lo que determine el Re-
glamento de la Cámara, estarán obligados a formular declara-
ción de todas las actividades que puedan constituir causa de 
incompatibilidad, conforme a lo establecido en esta Ley, y de 
cualesquiera otras actividades que les proporcionen o puedan 
proporcionar ingresos económicos, así como de sus bienes pa-
trimoniales, intereses y retribuciones íntegras que puedan per-
cibir por el desempeño de actividades compatibles, tanto al ad-
quirir como al perder su condición de parlamentarios, así como 
cuando se modifiquen sus circunstancias. Asimismo formularán 
declaración de las relaciones, en materia de contratación con 
todas las Administraciones públicas y entes participados, de los 
miembros de la unidad familiar, entendida de acuerdo con lo es-
tablecido en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial 
de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta 
de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Las declaraciones sobre actividades, bienes, intereses 
y retribuciones se formularán por separado conforme a los 
modelos que apruebe la Mesa de la Cámara y pasarán a for-
mar parte de un Registro de Actividades, Bienes, Intereses y 
Retribuciones constituido en la Cámara bajo la dependencia 
directa de su Presidente, a los efectos del presente artículo y a 
los que determine el Reglamento de la Cámara.

La declaración de actividades incluirá:
a) Cualesquiera actividades que se ejercieran y que pue-

dan constituir causa de incompatibilidad conforme a lo esta-
blecido en esta Ley.

b) Las que, con arreglo a la Ley, puedan ser de ejercicio 
compatible.

c) En general, cualesquiera actividades que proporcionen 
o puedan proporcionar ingresos económicos.

d) Las relativas a materia de contratación con todas las 
Administraciones públicas y entes participados de los miem-
bros de la unidad familiar, entendida de acuerdo con lo esta-
blecido en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación par-
cial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la 
Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

El Registro de Actividades, Bienes, Intereses y Retribucio-
nes tendrá carácter público. El contenido de las declaraciones 
inscritas en este Registro se publicará en el Boletín Oficial del 
Parlamento de Andalucía y en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía, y estará disponible en Internet.

La instrucción y la resolución de todos los procedimien-
tos relativos al mencionado Registro y a las actividades de los 
Diputados corresponderán a los órganos parlamentarios que 
determine el Reglamento de la Cámara.

La resolución sobre supuestos de posible incompatibili-
dad de los Diputados corresponde al Pleno, siguiendo el pro-
cedimiento y con los efectos establecidos en el Reglamento de 
la Cámara.

Declarada por el Pleno la reiteración o continuidad en las 
actividades a que se refiere el apartado a) o en la prestación 
de servicios a que alude el apartado c) del número 5 de este 
artículo, la realización ulterior de las actividades o servicios 
indicados llevará consigo la renuncia al escaño, a lo que se 
dará efectividad en la forma que determine el Reglamento de 
la Cámara».

Artículo cuarto. Modificación de la Ley 1/1986, de 2 de 
enero, Electoral de Andalucía, para la actualización de las refe-
rencias al articulado del Estatuto de Autonomía.

Se actualiza la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de 
Andalucía, adaptando las referencias estatutarias al articulado 

del nuevo Estatuto de Autonomía y modificando la redacción 
del siguiente modo:

«Exposición de Motivos.
I. Párrafo primero:
El artículo 46.2.ª del Estatuto de Autonomía para Andalu-

cía atribuye a la Comunidad Autónoma competencias exclusi-
vas sobre normas y procedimientos electorales para la cons-
titución de sus instituciones de autogobierno, en el marco del 
régimen electoral general».

«Artículo 2.
Son electores todos los que, gozando del derecho de su-

fragio activo, tengan la condición política de andaluces con-
forme al artículo 5 del Estatuto de Autonomía».

«Artículo 16.
De conformidad con el artículo 104.1 del Estatuto de Au-

tonomía, la circunscripción electoral es la provincia».

Artículo quinto. Se suprimen los artículos 2 y 3 y se re-
numera el artículo 4 de la Ley 2/2005, de 8 de abril, por la 
que se regula el estatuto de los ex presidentes de la Junta de 
Andalucía.

Se suprimen los artículos 2 y 3 y se renumera el artículo 
4 que pasa a ser el artículo 2 de la Ley 2/2005, de 8 de abril, 
por la que se regula el estatuto de los ex presidentes de la 
Junta de Andalucía.

Artículo sexto. Modificación del título de la Ley 3/2005, 
de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía y de Declaración de Ac-
tividades, Bienes e Intereses de Altos Cargos y otros Cargos 
Públicos, de su Exposición de Motivos y de los artículos 1, 2.2, 
11, 12.2, 13, 14.1, 15.2.c), 15.3 y 21 y el título del Capítulo III.

Se modifica el título de la Ley 3/2005, de 8 de abril, de 
Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administración de la 
Junta de Andalucía y de Declaración de Actividades, Bienes e 
Intereses de Altos Cargos y otros Cargos Públicos, que queda 
intitulada del siguiente modo:

«Ley 3/2005, de 8 de abril, de Incompatibilidades de Al-
tos Cargos de la Administración de la Junta de Andalucía y de 
Declaración de Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones 
de Altos Cargos y otros Cargos Públicos».

Se actualiza la Exposición de Motivos de la Ley 3/2005, 
de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía y de Declaración de Ac-
tividades, Bienes, Intereses y Retribuciones de Altos Cargos y 
otros Cargos Públicos, adaptando la referencia estatutaria al 
articulado del nuevo Estatuto de Autonomía y modificando la 
redacción.

Se modifica el párrafo primero de la Exposición de Moti-
vos, que queda redactado del siguiente modo:

«El artículo 121 del Estatuto de Autonomía para Anda-
lucía, de conformidad con el artículo 148.1.1.ª de la Constitu-
ción Española prescribe: El régimen jurídico y administrativo 
del Consejo de Gobierno y el estatuto de sus miembros serán 
regulados por Ley del Parlamento de Andalucía, que determi-
nará las causas de incompatibilidad de aquellos. El Presidente 
y los Consejeros no podrán ejercer actividad laboral, profesio-
nal o empresarial alguna».

Se modifican asimismo los párrafos octavo y noveno de 
la Exposición de Motivos, que quedan redactados del siguiente 
modo:

«Por otra parte, se establece un nuevo régimen de decla-
raciones sobre actividades, bienes, intereses y retribuciones, 
no solo para los altos cargos, sino también para otros cargos 
públicos. El contenido de dichas declaraciones será objeto de 
una publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía 
y, además, estará disponible en Internet para todos los ciuda-
danos. Con ello se persigue alcanzar la máxima transparencia 
en esta materia.
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Por último, se regula detalladamente el régimen sancio-
nador derivado de la inobservancia de la Ley tanto en materia 
de incompatibilidades como en la de la declaración de las ac-
tividades, bienes, intereses y retribuciones. En este sentido, 
se tipifican las infracciones y sanciones correspondientes, pu-
diendo conllevar estas el cese inmediato del infractor y la im-
posibilidad de ser nombrado para el desempeño de alto cargo 
por un periodo de tiempo de hasta diez años».

Asimismo se modifican los artículos 1, 2.2, 11, 12.2, 13, 
14.1, 15.2.c), 15.3 y 21 y el título del Capítulo III de la citada 
Ley, que quedan redactados del siguiente modo:

«Artículo 1. Objeto.
La presente Ley regula el régimen de incompatibilidades 

de altos cargos de la Administración de la Junta de Andalucía, 
así como la declaración de actividades, bienes, intereses y re-
tribuciones de los altos cargos y de otros cargos públicos».

«Artículo 2. Ámbito de aplicación.
2. A los efectos de la aplicación del régimen de declara-

ción de actividades, bienes, intereses y retribuciones previsto 
en esta Ley, se consideran otros cargos públicos:

a) Los Consejeros electivos del Consejo Consultivo de An-
dalucía que desempeñen sus funciones sin exclusividad.

b) El Presidente del Consejo Económico y Social de An-
dalucía.

c) Los representantes de la Junta de Andalucía en las Ca-
jas de Ahorro y demás entidades de carácter financiero, siem-
pre que desempeñen funciones ejecutivas».

«Capítulo III. Declaración de actividades, bienes, intere-
ses y retribuciones».

«Artículo 11. Obligación de declaración de actividades, 
bienes, intereses y retribuciones.

Los altos cargos y otros cargos públicos estarán obligados, 
conforme se establezca reglamentariamente, a formular decla-
ración de sus actividades, bienes, intereses y retribuciones.

Dicha declaración se extenderá, conforme se establezca 
reglamentariamente, a las relaciones en materia de contrata-
ción con todas las Administraciones públicas y entes participa-
dos de los miembros de la unidad familiar de los altos cargos y 
otros cargos públicos, de acuerdo con lo establecido en la Ley 
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Resi-
dentes y sobre el Patrimonio».

«Artículo 12. Plazo para efectuar la declaración y obliga-
ción de aportar copia de la declaración del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.

2. Los altos cargos y otros cargos públicos deberán apor-
tar copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y, en su caso, del Impuesto sobre el Patri-
monio, de cada ejercicio económico, que no serán objeto de 
la publicidad establecida en el artículo 14, para el Registro de 
Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones, durante el mes 
siguiente al de la finalización del plazo en que aquellas deban 
presentarse ante la Administración Tributaria».

«Artículo 13. Registro de Actividades, Bienes, Intereses y 
Retribuciones.

Las declaraciones, a las que se refieren el presente Capí-
tulo y el artículo 10, se inscribirán en el Registro de Activida-
des, Bienes, Intereses y Retribuciones constituido en la Conse-
jería competente por razón de la materia».

«Artículo 14. Publicidad del Registro.
1. El Registro de Actividades, Bienes, Intereses y Retribu-

ciones al que se alude en el artículo anterior será público».
«Artículo 15. Infracciones.
1. A efectos de esta Ley, se consideran infracciones muy 

graves:
a) El incumplimiento, por los titulares de altos cargos, de 

las normas sobre incompatibilidades y sobre abstención e in-
hibición, a que se refieren los artículos 3 y 6, y 7, respectiva-

mente, de la presente Ley, cuando se haya producido daño 
manifiesto a la Administración de la Junta de Andalucía.

b) La falsedad de los datos y documentos que deben ser 
presentados conforme a lo establecido en esta Ley.

c) La omisión de datos y documentos que sean relevantes 
por su importancia o trascendencia social, y que deban ser 
presentados conforme a lo establecido en esta Ley.

2. Se consideran infracciones graves:
a) El incumplimiento, por los titulares de altos cargos, de 

las normas sobre incompatibilidades y sobre abstención e in-
hibición, a que se refieren los artículos 3 y 6, y 7, respectiva-
mente, de la presente Ley, y no constituyan infracción muy 
grave de las previstas en la letra a) del apartado anterior.

b) La omisión de datos y documentos que deban ser pre-
sentados conforme a lo previsto en esta Ley y no constituyan 
infracción muy grave de las previstas en la letra c) del apar-
tado anterior.

c) La no declaración de actividades, bienes e intereses y 
retribuciones, en el correspondiente Registro, tras el requeri-
miento para ello.

d) La comisión de dos infracciones leves en el periodo de 
un año.

3. Se considera infracción leve:
La no declaración de actividades, bienes e intereses en el 

correspondiente Registro, dentro de los plazos establecidos, 
cuando se subsane tras el requerimiento que se formule al 
efecto».

«Artículo 21. Órganos competentes del procedimiento 
sancionador.

1. El órgano competente para la incoación será el Con-
sejo de Gobierno cuando los altos cargos sean miembros del 
Consejo de Gobierno, y el titular de la Consejería que tenga 
atribuidas las funciones en materia de incompatibilidades de 
altos cargos de la Administración de la Junta de Andalucía y 
de declaración de actividades, bienes, intereses y retribucio-
nes de altos cargos y de otros cargos públicos en los demás 
casos.

2. La instrucción de los correspondientes proce dimientos 
se realizará por quien designe el Consejo de Gobierno cuando 
los posibles infractores sean miembros del Consejo de Go-
bierno, y por el titular de la Consejería que tenga atribuidas las 
funciones en materia de incompatibilidades de altos cargos de 
la Administración de la Junta de Andalucía y de declaración de 
actividades, bienes, intereses y retribuciones de altos cargos y 
de otros cargos públicos en los demás casos.

3. Corresponde al Consejo de Gobierno la imposición de 
sanciones por infracciones muy graves y, en todo caso, cuando 
el alto cargo tenga la condición de miembro del Consejo de 
Gobierno. La imposición de sanciones por infracciones graves 
o leves corresponderá al titular de la Consejería que tenga atri-
buidas las funciones en materia de incompatibilidades de altos 
cargos de la Administración de la Junta de Andalucía y de de-
claración de actividades, bienes, intereses y retribuciones de 
altos cargos y de otros cargos públicos».

DISPOSICIONES FINALES

Primera.
Las modificaciones en la Ley 1/1986, Electoral de Anda-

lucía, que afecten a la composición y funcionamiento del Par-
lamento de Andalucía, darán lugar a la adecuación normativa 
del Reglamento de la Cámara.

Segunda.
El régimen de incompatibilidades y declaraciones estable-

cido en la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía, 
modificado por la presente Ley, será de aplicación a partir del 
primer proceso de elecciones al Parlamento de Andalucía que 
se convoque con posterioridad a su entrada en vigor.
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Tercera.
1. El Consejo de Gobierno aprobará un Reglamento que 

desarrolle las modificaciones establecidas en la Ley 3/2005, 
de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administración de 
la Junta de Andalucía y de Declaración de Actividades, Bie-
nes e Intereses de Altos Cargos y otros Cargos Públicos, en el 
plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de la 
misma.

2. Los altos cargos y otros cargos públicos a los que se 
refiere la presente Ley estarán obligados a efectuar las decla-
raciones reguladas en los artículos 10 y 11 en el plazo de dos 
meses desde la entrada en vigor del citado Reglamento.

3. Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas 
disposiciones sean precisas para el desarrollo y ejecución de 
lo previsto en la presente Ley.

Sevilla, 5 de diciembre de 2011

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía 

 LEY 10/2011, de 5 de diciembre, por la que se 
modifica la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, regulado-
ra de los Colegios Profesionales de Andalucía, y la Ley 
6/1995, de 29 de diciembre, de Consejos Andaluces 
de Colegios Profesionales.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA A TODOS LOS 
QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Consti-
tución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publi-
cación de la siguiente

LEY POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY 10/2003, DE 6 DE NO-
VIEMBRE, REGULADORA DE LOS COLEGIOS PROFESIONALES 
DE ANDALUCÍA, Y LA LEY 6/1995, DE 29 DE DICIEMBRE, DE 

CONSEJOS ANDALUCES DE COLEGIOS PROFESIONALES

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía para Andalucía dispone en el 
artículo 79.3.b) que corresponde a la Comunidad Autónoma, 
en lo no afectado por el artículo 149.1.18.ª de la Constitución, 
la competencia exclusiva sobre colegios profesionales y ejerci-
cio de las profesiones tituladas, de acuerdo con el artículo 36 
de la Constitución y con la legislación del Estado.

La Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de los 
Colegios Profesionales de Andalucía, fue dictada en virtud de 
la competencia exclusiva en materia de colegios profesionales 
atribuida en el entonces vigente Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 36 
y 139 de la Constitución, que a su vez determinan la reserva 
de ley –estatal– respecto a la regulación de las peculiaridades 
propias del régimen jurídico de los colegios profesionales. Por 
ello, algunos de los artículos de la Ley andaluza incorporaron 
aquellos aspectos básicos del régimen jurídico de estas corpo-
raciones de derecho público, dictados por el Estado al amparo 
del artículo 149.1.1.ª, 13.ª y 18.ª de la Constitución.

La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios 
en el mercado interior, ha sido incorporada parcialmente al 
ordenamiento jurídico español mediante la Ley 17/2009, de 
23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio, disposición que aprueba los principios 
generales que deben regir la regulación actual y futura de las 
actividades de servicios. Asimismo, la adaptación de la norma-
tiva estatal de rango legal se ha efectuado a través de la Ley 

25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas 
leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio.

Entre las leyes que se han modificado y que afectan de 
forma genérica a las actividades de servicios, se encuentra 
la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profesionales, 
que adapta determinados aspectos básicos referidos a estas 
corporaciones de derecho público, por lo que es necesario la 
modificación de la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, regula-
dora de los Colegios Profesionales de Andalucía, para su ade-
cuación a la normativa estatal citada.

Finalmente, la aplicación literal de alguno de los preceptos 
de la Ley 6/1995, de 29 de diciembre, de Consejos Andaluces 
de Colegios Profesionales, sobre la integración en estas corpo-
raciones de segundo grado de colegios oficiales cuyo ámbito 
de actuación territorial se ha extendido, desde su creación, a 
las Ciudades Autónomas de Ceuta y de Melilla, puede supo-
ner, en algunos casos, un resultado desproporcionado con la 
finalidad perseguida por la norma, por lo que se procede a su 
revisión.

La Ley consta de dos artículos, una disposición transito-
ria, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.

En su artículo primero se concretan las modificaciones 
que afectan a la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora 
de los Colegios Profesionales de Andalucía, medidas que van 
dirigidas al refuerzo de las garantías de las personas colegia-
das, las personas consumidoras y usuarias de los servicios 
profesionales, a la consecución de transparencia en la infor-
mación que ofrecen los colegios profesionales y a la supresión 
de trabas administrativas no justificadas en el trámite de co-
legiación en estas corporaciones. Asimismo, en aras de una 
mayor agilidad procedimental y eficacia, se ha suprimido el 
requisito de que la petición de las personas profesionales inte-
resadas para la creación de colegios profesionales tenga que 
ser mayoritaria.

En su artículo segundo se modifica la Ley 6/1995, de 29 
de diciembre, de Consejos Andaluces de Colegios Profesiona-
les, cuya finalidad no es otra que la de su aplicación coherente 
con la adecuada consideración del territorio de Andalucía 
como ámbito de aplicación normativa, de la misma manera 
que procedió la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora 
de los Colegios Profesionales de Andalucía, en su disposición 
adicional segunda, que previó el régimen jurídico específico de 
los colegios profesionales de Andalucía cuyo ámbito de actua-
ción se extiende a los territorios de las Ciudades Autónomas 
de Ceuta y de Melilla. Asimismo, se modifica su artículo 6, 
relativo a las funciones de los Consejos Andaluces de Colegios 
Profesionales para su adaptación a la Ley 2/1974, de 13 de 
febrero, de Colegios Profesionales.

Artículo primero. Modificación de la Ley 10/2003, de 6 
de noviembre, reguladora de los Colegios Profesionales de An-
dalucía.

La Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de los 
Colegios Profesionales de Andalucía, queda modificada en los 
siguientes términos:

Uno. Los apartados 3 y 4 del artículo 3 quedan redacta-
dos como sigue:

«3. Los acuerdos, decisiones y recomendaciones de los 
colegios observarán los límites de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, de Defensa de la Competencia, de conformidad con lo 
establecido en el apartado 4 del artículo 2 de la Ley 2/1974, 
de 13 de febrero, de Colegios Profesionales.

4. En todo caso, de acuerdo con lo dispuesto en el apar-
tado 5 del artículo 2 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, los 
requisitos que obliguen a ejercer de forma exclusiva una profe-
sión o que limiten el ejercicio conjunto de dos o más profesio-
nes serán sólo los que se establezcan por ley.


